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DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 12 de noviembre 2008 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al proyecto de 
decreto tramitado por la Consejería de Economía y Empleo, por el que se regula 
el ejercicio de funciones de la Comunidad de Castilla y León en materia de 
defensa de la competencia. 
 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 13 de noviembre 
2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 1.017/2008, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Amilivia González. 
 
 Primero.- El proyecto. 
 
 El proyecto de decreto sometido a consulta tiene por objeto la ejecución 
de la legislación estatal en materia de defensa de la competencia, regulando el 
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régimen del Tribunal para la Defensa de la Competencia y del Servicio de 
Defensa de la Competencia de Castilla y León. 
 

El proyecto de decreto consta de un preámbulo, catorce artículos, tres 
disposiciones adicionales, una disposición derogatoria y dos disposiciones 
finales. 

 
  - El artículo 1 atribuye las funciones en materia de defensa de la 
competencia a la Consejería competente en materia de economía. 
 
  - El artículo 2 determina los órganos competentes en materia de 
defensa de la competencia de la Comunidad de Castilla y León. 
 
  - Los artículos 3 y 4 regulan, respectivamente, la naturaleza y 
funciones del Tribunal para la Defensa de la Competencia de la Comunidad de 
Castilla y León, enumerándose en concreto en el artículo 5 sus competencias. 
 
  - Los artículos 6 y 7 se dedican a la composición del Tribunal, así 
como al nombramiento y cese de sus miembros. 
 
  - El artículo 8, se dedica al funcionamiento del Tribunal, quórum 
para su constitución, reuniones y régimen de los acuerdos. 
 
  - Los artículos 9 y 10 regulan el órgano instructor de los asuntos y 
el régimen del personal investigador. 
 
  - Los artículos 11 y 12 contienen, respectivamente, las previsiones 
referidas al procedimiento y a los recursos. 
  
  - El artículo 13 se refiere al deber general de colaboración y de 
información de los agentes económicos. 
 
  - Por último el artículo 14 regula el Registro de Defensa de la 
Competencia de Castilla y León. 
 
 Las tres disposiciones adicionales regulan el régimen de indemnizaciones 
a que tendrán derecho los miembros del Tribunal, los medios materiales y 
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personales del Tribunal y la determinación de la representación y defensa ante 
los Tribunales de Justicia. 
 
 Finaliza el proyecto con una disposición derogatoria expresa del Decreto 
36/2006, de 25 de mayo; y dos disposiciones finales dedicadas, la primera, a 
facultar al Consejero competente en materia de economía para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la norma, y la 
segunda a la entrada en vigor del decreto (al día siguiente de su publicación en 
el “BOCyL”). 
 
 Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al proyecto de decreto, además de un 
índice de los documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 
 

 - Distintos borradores de la Memoria y del proyecto de decreto. 
 
 - Remisión del texto del borrador a las diferentes Consejerías de la 

Administración Autonómica. 
 
 - Observaciones de las Consejerías de Hacienda -que adjunta a su 

escrito el informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 
Comunitarios-, Administración Autonómica, y Cultura y Turismo. Las Consejerías 
de Presidencia, Interior y Justicia, Agricultura y Ganadería, Fomento, Medio 
Ambiente, Educación y Sanidad, no formulan observación ni sugerencia alguna 
al texto. 
 

 - Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Economía y 
Empleo, de 9 de julio de 2008, que no formula objeción alguna al proyecto de 
decreto. 
 

 - Informe del Consejo Económico y Social, fechado el 29 de 
septiembre de 2008. 
 

 - Informe de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia, 
que realiza múltiples recomendaciones y advertencias. 
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 - Memoria final del proyecto de 6 de octubre de 2008, que incluye 
distintos apartados referidos al marco normativo e informe sobre su necesidad 
y oportunidad. El estudio económico refiere en concreto que la aprobación de la 
disposición no dará lugar, de forma automática, a ningún gasto adicional, si 
bien prevé la creación de nuevos puestos de trabajo en la Secretaría General de 
la Consejería de Economía y Empleo, determinando, no obstante, que el 
incremento de gasto que suponga esta medida “se podrá financiar con los 
créditos asignados actualmente a la Consejería de Economía y Empleo (…)”. 

  
 - Proyecto sometido al dictamen del Consejo Consultivo de Castilla 

y León. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen.  
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León prevé que el 

Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la 
Junta y de la Administración de la Comunidad, encomendando al legislador 
autonómico la regulación de su composición y competencias. 
 

La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo, califica 
en su artículo 4.1.d) como preceptiva la consulta en el procedimiento de 
elaboración de reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten 
en ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 
 
 El artículo 38 de la Constitución reconoce la libertad de empresa en el 
marco de una economía de mercado y la garantía y protección de la misma por 
los poderes públicos, de acuerdo con las exigencias de la economía en general. 
La existencia de una libre competencia, elemento básico para el desarrollo 
económico y social, constituye un principio elemental de la economía de 
mercado, dado que es un incentivo a la innovación, fomenta la productividad, 
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disciplina el comercio y los recursos productivos en favor de las empresas y de 
las técnicas más eficientes. Esta eficiencia tiene consecuencias prácticas que se 
trasladan al consumidor (protegido a su vez por el artículo 51 de la 
Constitución), al incrementarse la cantidad y calidad de los bienes y servicios 
producidos, lo que contribuye a la reducción de precios y a la mejora de los 
productos ofertados, con el consiguiente incremento del bienestar del conjunto 
de la sociedad. 
 
 Por ello, la libre competencia, paradójicamente con la tendencia 
desregulatoria hoy imperante en los ordenamientos jurídicos, exige para su 
defensa una regulación precisa e independiente, que elimine las posibles trabas 
que pudieran imponerse. El derecho a competir libremente no es sólo un 
derecho económico, sino también la médula de la igualdad de oportunidades de 
los ciudadanos, ya sea como trabajadores, empresarios o consumidores. 
 
 La defensa de este derecho compete a los poderes públicos y, en 
concreto, en su ámbito, conforme a los principios recogidos en la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 208/1999, de 11 de noviembre, a la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León le corresponde la competencia ejecutiva, siendo 
atribuible al Estado la capacidad legislativa y la ejecutiva en el plano 
supracomunitario. Para hacer operativos estos procesos, fue promulgada la Ley 
1/2002, de 21 de febrero, de “Coordinación de las Competencias del Estado y 
las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la Competencia”. 
 
 Con estos antecedentes, es oportuna y justificada una norma que dote a 
Castilla y León de los principios e instrumentos para desarrollar sus compe-
tencias en la materia y realice la coordinación prevista con los órganos de rango 
estatal existentes, además de participar en la valoración y puesta en práctica, 
en su caso, de las propuestas contenidas en el Libro Blanco para la Reforma del 
Sistema Español de Defensa de la Competencia de 20 de enero de 2005. 
 
 Para delimitar desde la perspectiva competencial el concepto de defensa 
de la competencia, es necesario hacer referencia al marco comunitario, pues 
desde el Tratado de Roma, en su artículo 3 g), se tiene claramente presente 
que la competencia no puede ser falseada. Este principio se concretó en los 
artículos 39, 85 y, fundamentalmente, en el artículo 86 del referido Tratado 
(artículos 81 y 82 del Tratado de la Comunidad Europea) que prohíben 
determinadas prácticas restrictivas de los agentes económicos, así como la 
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explotación abusiva de una posición dominante en el mercado o en parte 
sustancial del mismo. Estos principios, desarrollados ampliamente en la 
normativa comunitaria, son directamente aplicables en España e incorporados a 
diferentes normas; entre ellas, a la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la 
Competencia, materializándose, en una aplicación concurrente entre la 
Comisión Europea y las autoridades nacionales, siempre con respeto del 
principio de autonomía institucional de los Estados miembros.  
 
 Por ello, la legislación en materia de defensa de la competencia debe 
tener como referencia obligada la normativa comunitaria. El Tribunal 
Constitucional, en la mencionada Sentencia 208/1999, ha puntualizado que el 
análisis del asunto sometido a dictamen ha de llevarse a cabo teniendo en 
cuenta exclusivamente la distribución de competencias resultante del bloque de 
la constitucionalidad, dado que el Derecho Comunitario no es canon de 
constitucionalidad (Sentencias del Tribunal Constitucional 65/1990, 64/1991, 
111/1993 y 13/1998, entre otras), porque la ejecución de las normas 
comunitarias en el ordenamiento jurídico español corresponde a quien, 
materialmente, ostente la competencia específica para la ejecución del Derecho 
comunitario. No obstante, la interpretación del sistema de distribución 
competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas tampoco se 
produce en el vacío (Sentencias del Tribunal Constitucional 102/1995 y 
208/1999), dado que es obligado, para su correcta aplicación, el prestar 
atención al modo en que una determinada institución jurídica ha sido 
configurada por la normativa comunitaria. Esta concurrencia competencial, con 
el objeto de que no quiebre el principio de unidad del mercado comunitario, 
debe garantizarse a través de la vigencia de una misma normativa sin que su 
aplicación por diversas Administraciones altere la homogeneidad necesaria.  
 
 En relación con el concreto objeto de la regulación sometida a dictamen, 
debe subrayarse que el Tribunal Constitucional afirma en la ya citada Sentencia 
208/1999, de 11 de noviembre, que la totalidad de la defensa de la 
competencia no ha quedado reservada al Estado, sino sólo la legislación, de lo 
que cabe deducir que las competencias ejecutivas en materia de defensa de la 
competencia están atribuidas, con excepciones, a las Comunidades Autónomas. 
 
 Pero sobre todo, siendo pacífica a partir de la referida Sentencia del 
Tribunal Constitucional, pese a sus votos particulares, la aceptación de las 
competencias ejecutivas de la Comunidad Autónoma en la materia, hay que 
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puntualizar que buena parte de la regulación del presente proyecto de decreto 
está fundada sobre el título competencial que se refiere a la potestad 
autoorganizatoria de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, prevista en el 
artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía (de acuerdo con el artículo 148.1 de la 
Constitución).  
 
 Una vez realizadas las precisiones anteriores, procede el análisis de los 
títulos competenciales con que cuenta la Comunidad Autónoma para aprobar 
una disposición legal como la examinada. 
 
 La normativa básica se encuentra recogida en la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, de Defensa de la Competencia, dictada al amparo del artículo 149.1.13ª 
de la Constitución, que sustituyó a la Ley 16/1989, de 17 de julio. 
 
 El Estatuto de Autonomía de Castilla y León atribuye, en su artículo 
70.1.20, la competencia exclusiva a esta Comunidad Autónoma en materia de 
“Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre 
circulación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa 
de la competencia”. En el mismo sentido el artículo 70.1.21° establece la 
competencia exclusiva en la “Promoción de la competencia en el ámbito de la 
Comunidad Autónoma”.  
 
 Más concretamente, en virtud del artículo 76.15º del Estatuto de 
Autonomía, la Comunidad Autónoma asume como competencia de ejecución, la 
de “Defensa de la competencia respecto de las actividades económicas que se 
desarrollen en el territorio de la Comunidad, pudiendo crearse con esa finalidad 
un órgano independiente”.  
 

Inicialmente, por el Decreto 36/2006, de 25 mayo, derogado con la 
presente norma, “se atribuye a la Consejería competente en materia de 
economía la competencia en materia de defensa de la competencia” (artículo 1) 
y se crea el Tribunal para la Defensa de la Competencia de la Comunidad de 
Castilla y León. 

 
En el Decreto 72/2007, de 17 de julio, por el que se establece la 

estructura orgánica de la Consejería de Economía y Empleo, desarrollada en la 
Orden EYE/937/2008, de 6 de junio, se crea el Servicio para la Defensa de la 
Competencia, que será el que lleve a cabo las funciones de órgano instructor en 
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la materia, atribuidas por el precitado Decreto a la Secretaría General de la 
Consejería. 

 
El presente proyecto de decreto debe considerarse desarrollo ejecutivo 

de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, de coordinación de las competencias del 
Estado y las Comunidades Autónomas en materia de Defensa de la 
Competencia, con el objeto de fijar el marco para el ejercicio de las 
competencias ejecutivas del Estado y de las Comunidades Autónomas previstas 
en la actual Ley 15/2007, de 3 de julio (artículos 13 y 15). Y ello porque ambas 
normas representan claramente el cumplimiento de la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 208/1999, de 11 de noviembre -dictada en los recursos de 
inconstitucionalidad acumulados números 2009/1989 y 2027/1989, promovidos 
por el Gobierno Vasco y el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña-, 
que estima parcialmente los citados recursos y declara la inconstitucionalidad 
de la cláusula “en todo o en parte del mercado nacional” contenida 
expresamente o por remisión en los artículos 4, 7, 9, 10, 11 y 25, a) y c) de la 
Ley 16/1989, de 17 de julio, de Defensa de la Competencia. 
 
 La competencia para emitir el dictamen solicitado corresponde a la 
Sección Primera, según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado a), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración 
de disposiciones de carácter general. 
 

El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 
aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 
 

Para el supuesto de los proyectos de decreto se entiende como 
documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de 
Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 del citado texto legal. 
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Contrastada la documentación remitida, puede afirmarse que el proyecto 
de decreto se ha tramitado de conformidad con las previsiones que la ley 
establece para la elaboración de las disposiciones de carácter general. 
 

En consonancia con lo anteriormente dispuesto, el articulado del 
proyecto de decreto suscita en este Consejo las siguientes observaciones. 
 

3ª.- Observaciones en cuanto al fondo:  La cuestión de la forma 
jurídica elegida para la creación. 
 
 La cuestión del rango de la norma (decreto) elegido para la creación de 
estos órganos administrativos y la determinación de sus competencias, merece 
una consideración específica en este Dictamen, en cuanto puede legítimamente 
suscitar algunas dudas.  
 
 En principio, niel ordenamiento jurídico de la Comunidad Autónoma ni el 
estatal exigen una ley para la regulación del régimen y las competencias del 
Tribunal para la Defensa de la Competencia de Castilla y León y del Servicio de 
Defensa de la Competencia de Castilla y León. Según lo previsto en los artículos 
45 y 85.3 de la Ley 3/2001, de 3 julio, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, bastaría el presente decreto. 
  
 Únicamente si se hubiera deseado crear un Organismo público, con 
personalidad jurídica propia, hubiera sido precisa una ley (artículo 85.3 de la 
Ley 3/2001, de 3 julio, ya citada), mientras que la mera creación de órganos 
administrativos es algo inherente a la potestad de autoorganización de la 
Administración (artículo 45 de la referida norma). La evidente relevancia de 
estos órganos, sobre todo en lo que hace referencia a las competencias del 
Tribunal para la Defensa de la Competencia, tampoco obliga a una regulación 
distinta, porque la base legal para estos órganos y sus competencias, se 
encuentran en la legislación estatal, Ley 1/2002, de 21 de febrero, de 
coordinación de las competencias del Estado y las Comunidades Autónomas en 
materia de Defensa de la Competencia, y Ley 15/2007, de 3 de julio, dada la 
competencia ejecutiva por parte de las Comunidades Autónomas.  
 
 Cuestión distinta es que, con criterios técnico jurídicos, pudiera ser 
aconsejable la utilización de una ley, dada la evidente relevancia del órgano que 
se pretende crear.  
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 La creación de un ente, con personalidad jurídica, facilitaría la solución 
de las dificultades que se han ido plasmando en las sucesivas redacciones del 
presente proyecto. Así, se enfocarían de diferente forma problemas como el de 
la representación procesal, el de las retribuciones y régimen indemnizatorio de 
sus miembros, etc.; y, lo que sería más importante, quedaría garantizada la 
plena autonomía jerárquica y funcional, su independencia (artículo 3.3 del 
proyecto), y la separación del órgano decisor -el Tribunal para la Defensa de la 
Competencia- del instructor -el Servicio de Defensa de la Competencia-. 
 

No siendo improcedente, pues, la opción elegida, -no puesta en duda 
tampoco en su momento por este Consejo Consultivo en su Dictamen 364/2006, 
relativo al entonces “proyecto de decreto por el que se atribuye la competencia 
en materia de defensa de la competencia y se crea el Tribunal para la defensa 
de la competencia de la Comunidad de Castilla y León”-, sí debe tenerse 
presente que la creación de un ente con personalidad jurídica por una norma de 
superior rango, podría adaptarse mejor al modelo estatal, Ley 15/2007, de 3 de 
julio, norma posterior a la autonómica que creó el Tribunal en Castilla y León, 
Decreto 36/2006, de 25 mayo, (derogado con la presente norma). 

 
 Las soluciones normativas establecidas por otras Comunidades 
Autónomas, son diferentes y llenas de matices (sólo algunas de ellas adaptadas 
a la nueva legislación básica contenida en la Ley 15/2007, de 3 de julio). Así, la 
Ley 6/2004, de 28 diciembre, del Tribunal de Defensa de la Competencia, de 
Madrid; Ley 6/2004, de 12 julio, reguladora de los órganos de defensa de la 
competencia, de Galicia; Ley 6/2007, de 26 junio, de Defensa de la 
Competencia, de Andalucía; Ley 2/2005, de 24 junio, del Jurado de Defensa de 
la Competencia, de Extremadura; Ley 14/2005, de 23 de diciembre, de la 
Generalitat Valenciana, de Medidas Fiscales, de Gestión Financiera y 
Administrativa y de Organización de la Generalitat y el Decreto 169/2006, de 10 
de noviembre, del Consell, por el que se aprueba el Estatuto del Tribunal de 
Defensa de la Competencia de la Comunitat Valenciana; Ley 21/2001 de 28 de 
diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, de la Generalitat de Cataluña, 
y Decreto 222/2002, de 27 de agosto, por el que se crean los órganos de 
defensa de la competencia de la Generalidad de Cataluña. 
 

Son ejemplos de regulación mediante una norma de inferior rango el 
Decreto 29/2006, de 24 de enero, por el que se crean y regulan los órganos de 
Defensa de la Competencia de Aragón; el Decreto 13/2004, de 13 de febrero, 
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por el que se asignan funciones en materia de defensa de la competencia y se 
crea el Servicio Regional de Defensa de la Competencia, en Murcia; y el Decreto 
81/2005, de 12 de abril, de creación del Tribunal Vasco de Defensa de la 
Competencia y de asignación de funciones del Servicio de Defensa de la 
Competencia en la Comunidad Autónoma de Euskadi, adaptado a la nueva 
legislación por el Decreto 36/2008, de 4 de marzo. 

 
 Precisamente la Comunidad Autónoma del País Vasco no otorga 
personalidad jurídica a los órganos de la competencia que crea, y que inserta 
dentro de su estructura departamental con autonomía orgánica y funcional. 
Según su Decreto 81/2005, de 12 de abril, el Tribunal está adscrito 
orgánicamente a la Viceconsejería de Economía, Presupuestos y Control 
Económico del Departamento de Hacienda y Administración Pública “sin formar 
parte de la estructura jerárquica de la Administración” (artículo 1.3), y a la 
Dirección de Economía y Planificación, “a través del Servicio de Defensa de la 
Competencia de la Comunidad Autónoma de Euskadi”; ejerce las funciones de 
instrucción de expedientes, investigación, estudios y elaboración de informes 
(artículo 12 de la referida norma, en la redacción dada por el Decreto 36/2008, 
de el 4 de marzo). 
 
 En el mismo sentido, la Comunidad Autónoma de Murcia atribuye, en el 
artículo 1 del Decreto 13/2004, de 13 de febrero -norma que no consta 
adaptada a la actual legislación básica-, a la Consejería competente en materia 
de comercio interior el ejercicio de las competencias ejecutivas en esta materia, 
creándose el Servicio Regional de Defensa de la Competencia –que asumiría la 
función instructora-, pero no una institución equivalente a la Comisión de 
Defensa estatal, de manera que la potestad de dictar resoluciones recae sobre 
el superior jerárquico de dicho Servicio, esto es, la Dirección General de 
Comercio (artículo 1.2), a la que se define como el “órgano competente en 
dicha Consejería para el ejercicio de las citadas competencias ejecutivas”.  
 
 4ª.- Observaciones al articulado. 
 
 Artículo 5.- Competencias. 
 
 El artículo 4 del proyecto establece las funciones del Tribunal para la 
Defensa de la Competencia, señalando que preservará, garantizará y 
promoverá la existencia de una competencia efectiva mediante el ejercicio de 
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las funciones que tiene atribuidas, frente a los actos “que vulneren o la puedan 
vulnerar y que se produzcan en todo o parte del territorio de la Comunidad de 
Castilla y León, y sus efectos no transciendan del ámbito de ésta”. 
 

En cumplimiento de las referidas funciones, el texto del proyecto de 
decreto delimita concretamente las competencias en la materia en el artículo 5. 
 
 De acuerdo con lo previsto en los artículos 1.1 de la Ley 1/2002, de 21 
de febrero, y 13.1 Ley 15/2007, de 3 de julio, las autoridades autonómicas 
serán competentes respecto de los procedimientos que tengan por objeto las 
conductas previstas en los artículos 1, 2 y 3 de la Ley 15/2007, cuando las 
citadas conductas, sin afectar a un ámbito superior al de una Comunidad 
Autónoma o al conjunto del mercado nacional, alteren o puedan alterar la libre 
competencia en el ámbito de la respectiva Comunidad Autónoma. Esto significa 
que la norma transcrita establece su ámbito de atribuciones, no por el lugar 
donde se lleva a cabo la conducta, sino por el ámbito territorial en el que se 
desenvuelven los efectos de la conducta. El matiz es importante porque la 
conducta puede realizarse en un determinado lugar, pero sus efectos 
anticompetitivos pueden proyectarse más allá, afectando al conjunto del 
mercado nacional o a un ámbito superior al de la Comunidad Autónoma, o 
puede realizarse fuera de la Comunidad, teniendo sus efectos y consecuencias 
únicamente en ella. 
 
 Además, los órganos autonómicos son competentes para tramitar y 
resolver expedientes sancionadores relacionados con conductas restrictivas, 
pero nunca en el ámbito del control de concentraciones económicas. Su única 
participación en materia de control de concentraciones se produce en el 
supuesto de que incida de forma significativa en el territorio de una Comunidad 
Autónoma (artículo 5 h) del proyecto). En estos casos, la Comisión Nacional de 
la Competencia debe solicitar un informe preceptivo, no vinculante, a la 
Comunidad Autónoma afectada. 
 
 La Comisión Nacional de la Competencia tiene atribuciones, de acuerdo 
con el artículo 1.2 de la Ley 1/2002, de 21 de febrero, cuando “una conducta 
altere o pueda alterar la libre competencia en un ámbito supraautonómico o en el 
conjunto del mercado nacional o pueda afectar a la unidad de mercado nacional, 
entre otras causas, por la dimensión del mercado afectado, la cuota de mercado 
de la empresa correspondiente, la modalidad y alcance de la restricción de la 
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competencia, o sus efectos sobre los competidores efectivos o potenciales y 
sobre los consumidores y usuarios, aun cuando tales conductas se realicen en el 
territorio de una Comunidad Autónoma”; así como, independientemente de la 
Comunidad Autónoma donde se realice, cuando una conducta “pueda atentar 
contra el establecimiento de un equilibrio económico adecuado y justo entre las 
diversas partes del territorio español, implicar medidas que directa o 
indirectamente obstaculicen la libre circulación y establecimiento de las personas 
y la libre circulación de bienes en todo el territorio nacional, suponer la 
compartimentación de los mercados o menoscabar las condiciones básicas que 
garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en 
el cumplimiento de los deberes constitucionales”, aun cuando tales conductas se 
realicen en el territorio de una Comunidad Autónoma. 
 
 El proyecto de decreto, además de determinar las funciones y 
atribuciones referidas a conductas contrarias a la libre competencia, aprovecha 
la cualificación de los miembros del Tribunal para la Defensa de la Competencia 
para darle otros cometidos de carácter consultivo, como pueden ser los 
previstos en los apartados b), d), i), j), k), l), y ñ), del artículo 5 del proyecto. 
 
 No es correcta la redacción dada al apartado f), dado que, haciendo 
nuestro el informe de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia sobre 
el presente proyecto de decreto, tratándose el Tribunal de un órgano adscrito a 
la Consejería competente en materia de economía, sin personalidad jurídica y 
por ello sin capacidad procesal, será a la Junta de Castilla y León, por medio de 
sus Servicios Jurídicos, los que en su caso impugnarán ante la jurisdicción 
competente los actos y disposiciones de carácter general, previstos en el 
artículo 13.2 de la Ley 15/2007, de 3 de julio, conforme a las reglas generales 
del artículo 6 de la Ley 6/2003, de 3 de abril, reguladora de la Asistencia 
Jurídica a la Comunidad de Castilla y León. 
 
 Además de ello, dada la naturaleza del Tribunal para la Defensa de la 
Competencia creado y su adscripción, difícilmente puede dar cumplimiento a la 
previsión del mencionado artículo 13.2, relativa a su legitimación para impugnar 
ante la jurisdicción competente actos de las Administraciones Públicas 
autonómicas (…) de su territorio (…)”, al carecer de personalidad jurídica 
diferenciada. 
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 Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 
que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen de 
Consejo Consultivo de Castilla y León”. 
 
 Artículo 7.- Nombramiento y cese de sus miembros. 
 
 En el apartado 1 existe un problema de concordancia. Se señala así que 
“el Presidente y los Vocales serán designados por Acuerdo de la Junta de Castilla y 
León, a propuesta del Consejero competente en materia de economía, por un 
periodo de cinco años”, indicándose “que podrá ser renovado una sola vez por un 
periodo de igual duración”, cuando al referirse a varias personas y cargos debería 
decir “pudiendo ser renovados”, “podrán ser renovados”, o el “nombramiento 
podrá ser renovado”, etc. 

 
Artículo 9.- Órgano instructor.- 
 
Este artículo establece, en su apartado 1, la titularidad de la 

competencias instructoras en el apartado 1; en el apartado 2 enumera las 
funciones del Servicio para la Defensa de la Competencia, estableciendo en la 
letra e) del referido apartado el procedimiento de ejecución y vigilancia de sus 
resoluciones, previsión que podría formar parte de otro artículo, tanto por 
regular un procedimiento dentro de una lista de funciones, como por ser 
demasiado prolijo, lo que puede dificultar su ágil comprensión. 

 
La Resolución de 28 de julio de 2005, de la Subsecretaría del Ministerio 

de la Presidencia, por la que se da publicidad al Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 22 de julio de 2005, por el que se aprueban las Directrices de 
técnica normativa para la Administración General del Estado -norma que, a falta 
de precepto propio, es acogida como criterio interpretador por este Consejo 
Consultivo-, recomienda en su punto 30 que los artículos no sean 
excesivamente largos; “cada artículo debe recoger un precepto, mandato, 
instrucción o regla, o varios de ellos, siempre que respondan a una misma 
unidad temática. No es conveniente que los artículos tengan más de cuatro 
apartados. El exceso de subdivisiones dificulta la comprensión del artículo, por 
lo que resulta más adecuado transformarlas en nuevos artículos”. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Atendidas las observaciones formuladas al artículo 5 f), sin lo cual no 
resultará procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen del 
Consejo Consultivo de Castilla y León”, y consideradas las restantes, puede 
elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el proyecto de decreto 
por el que se regula el ejercicio de funciones de la Comunidad de Castilla y 
León en materia de defensa de la competencia. 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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